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CONFIRMA 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.
El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 14 de agosto de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Confirma decisión del a quo que declaró improcedente el amparo

Radicación Nro. :
66001310700 2017 00030 01

Accionante: 
JULIÁN DAVID PELÁEZ LÓPEZ
Accionado:
UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA DE PEREIRA

Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 
DEBIDO PROCESO / SUSPENSIÓN DE ESTUDIOS UNIVERSITARIOS / INEXISTENCIA DE LA VULNERACIÓN ARGÜIDA. [E]l apoderado del accionante asegura que sí se acreditó la existencia de un perjuicio irremediable toda vez que se le ha impedido continuar con sus estudios universitarios, y de esa manera mejorar su condición laboral y económica, así como la calidad de vida de su hijo por nacer, por parte de la Sala no se advierte tal situación, ya que la suspensión de su carrera profesional no es endilgable  a la accionada, sino que es consecuencia de la decisión adoptada por él de no asistir a clases, y a su omisión de presentar dentro del término permitido la correspondiente solicitud. (…) [E]n todo caso la petición que presentó para la devolución del dinero pagado por el mismo, fue extemporánea, de conformidad con lo establecido en el parágrafo del artículo 59 del reglamento estudiantil. (…) [E]s claro que el señor PÉLAEZ LÓPEZ no acató lo dispuesto en el citado reglamento, el cual le es exigible como alumno de la universidad. Por tanto, la situación en la que actualmente se encuentra es consecuencia de su misma omisión; y por lo demás, no se advierte que la sentencia proferida por el juez de primer nivel sea incongruente o carezca de motivación, ya que en la misma se analizó de manera concreta la situación fáctica planteada, luego de lo cual se determinó la improcedencia del amparo deprecado, y la falta de vulneración de los derechos invocados.
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     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, catorce (14) de agosto de dos mil diecisiete (2017)

                                                                     Acta de Aprobación N° 801
                                                     Hora: 2:20 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el apoderado del señor JULIÁN DAVID PELÁEZ LÓPEZ, frente al fallo proferido por el Juez Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de esta ciudad, con ocasión de la acción de tutela impetrada contra la Universidad Tecnológica de Pereira.

2.- DEMANDA 

Los hechos narrados en el escrito de tutela se pueden concretar así: (i) el señor PELÁEZ LÓPEZ ha cursado hasta el séptimo semestre de ingeniería mecatrónica en la Universidad Tecnológica de Pereira; (ii) en julio 08 de 2016 pagó a dicha institución la suma de $1´861.000.oo correspondiente al octavo semestre de la carrera; (iii) en septiembre 09 de 2016 mediante la página web de la citada entidad educativa solicitó el aplazamiento del semestre y/o la devolución del dinero, debido a que por motivos laborales no le fue posible asistir a clases, y para ello cumplió con el procedimiento establecido; (iv) mediante correo electrónico de diciembre 16 de 2016 se le informó que su petición se había resuelto en forma negativa, ya que de acuerdo con lo establecido en el artículo 59 del Reglamento Estudiantil la misma fue extemporánea; y (v) la actuación de la accionada le ha impedido continuar con su formación profesional.

Con fundamento en lo anterior, solicita la protección de sus derechos fundamentales a la educación y la igualdad; y, en consecuencia, se le ordene de manera inmediata a la Universidad Tecnológica de Pereira reintegrarle el dinero pagado y abonarlo para el siguiente período académico, o efectuarle la devolución de la referida cantidad.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- La actuación correspondió por reparto al Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de esta ciudad, despacho que admitió la demanda y corrió el traslado respectivo a la accionada, la cual se pronunció en los siguientes términos:
Es un ente autónomo de educación superior del orden nacional, creado mediante la Ley 41/58, de régimen especial según lo previsto en la Ley 30/92, que en ejercicio de la autonomía garantizada constitucionalmente a las universidades, y en desarrollo de lo previsto en la citada Ley 30, mediante el Acuerdo 28 de diciembre 16 de 2003 el Consejo Universitario Superior aprobó el Reglamento Estudiantil, en el cual se consigna la normativa y procedimientos académicos que rigen para todos los estudiantes.
Una vez revisado el sistema de información institucional, se comprobó que el accionante es alumno del programa de ingeniería mecatrónica en esa institución, quien matriculó y pagó el octavo semestre por valor de $1´861.000.oo, y realizó solicitud extemporánea de cancelación de periodo académico y devolución del dinero.

Indica que de conformidad con el Acuerdo 04 de febrero 27 de 2009, por medio del cual se reformó el reglamento estudiantil y se agregó un nuevo parágrafo al artículo 59 del mismo: “la devolución de matrícula prevista en este artículo solamente podrá solicitarse dentro de las cuatro (4) primeras semanas de clase del respectivo periodo académico”.

Tal como lo indicó el accionante por intermedio de su apoderado, la solicitud efectuada por él se realizó en la quinta semana del calendario académico aprobado para el año 2016, y se negó debido la extemporaneidad, con la recomendación de solicitar mediante carta al Consejo Académico la devolución del dinero, y luego de la solicitud hecha por el estudiante a ese órgano, se concluyó igualmente que no podía accederse a la petición por la misma razón.
Se opone a las pretensiones de la demanda, toda vez que los acuerdos creados por el Consejo Superior de la Universidad suponen aplicación de carácter legal y permiten a la comunidad académica establecer un orden común del desarrollo de actividades, y garantizar los derechos constitucionales a la educación, debido proceso, igualdad, entre otros.

La acción es improcedente, por cuanto la tutela no es el mecanismo apropiado para ventilar pretensiones derivadas de una relación académica, lo cual es del resorte de la universidad; por tanto, solicita denegar el amparo impetrado.
3.2.- Dentro del término constitucional y legal (julio 05 de 2017) el citado despacho profirió sentencia mediante la cual declaró improcedente la acción invocada, al no haberse agotado por el actor dentro del término oportuno el procedimiento administrativo correspondiente, sin que se advierta un perjuicio irremediable que haga viable el amparo de manera transitoria, y al estar la actuación de la universidad enmarcada dentro de lo establecido en el reglamento estudiantil, el cual tiene carácter legal.
4.- IMPUGNACIÓN

El apoderado del tutelante estuvo en desacuerdo con la determinación y la impugnó. Al efecto argumentó:

Si bien en la sentencia se hace un recuento pormenorizado de los hechos y actuaciones que motivaron la tutela, las consideraciones resultan ser desacertadas e incongruentes con lo solicitado y con los derechos fundamentales invocados, además de evidenciarse una falta de motivación, y no tenerse en cuenta la jurisprudencia aplicada por otro juzgado en un caso de similares características, cuyo fallo fue aportado con la demanda.

Su poderdante sí solicito de manera oportuna el aplazamiento del semestre, pero no le fue recibida la petición debido a la falta de firmas de los docentes, exigencia que no se encuentra consignada en el reglamento, puesto que para ello se cuenta con las listas de asistencia, y el ente universitario trasladó esa carga al actor.

Contrario a lo sostenido por el fallador, su representado sí se encuentra ante un perjuicio irremediable, ya que desea retomar su carrera, y se le está violentando la posibilidad de obtener un bienestar económico y laboral derivado de la misma. Adicionalmente, no tuvo en consideración lo dado a conocer por JULIÁN DAVID en la declaración que rindió, en cuanto a que su compañera sentimental se encuentra en estado de gestación, lo cual lo convierte en una persona que requiere una mayor protección por parte del Estado, y con mayor razón debe permitírsele continuar estudiando para obtener su título profesional, ya que con ello podrá mejorar la condición de vida de su hijo por nacer.
Si bien es cierto el principio de la autonomía universitaria está protegido constitucionalmente, el juez debe hacer una ponderación del mismo frente a los derechos cuya protección se invoca, dentro los cuales también se encuentran el libre desarrollo de la personalidad y el debido proceso, que están por encima del reglamento interno de una institución de educación superior.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto declaró improcedente el amparo constitucional. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.
5.2.- Solución a la controversia 

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

Ahora, si bien se observa que la pretensión principal está íntimamente ligada con el derecho fundamental a la educación, el cual debe ser prevalente y prioritario
, y se hace indispensable que para su normal desarrollo implementen las herramientas necesarias que permitan una participación activa y equitativa a cada una de las personas e instituciones que en ella intervienen
, lo cierto es que de la situación fáctica puesta de presente no se advierte la vulneración del mismo, ni de ninguno de los otros derechos invocados en la demanda de tutela y en la impugnación, esto es, la igualdad, el libre desarrollo de la personalidad y el debido proceso, toda vez que la actuación del ente universitario accionado se encuentra enmarcada dentro de la normativa que rige los procedimientos de esa institución educativa, y ajustada a los postulados constitucionales.

La situación que refiere el tutelante como quebrantadora de sus derechos, es la atinente a la negativa por parte de la Universidad Tecnológica de efectuar el aplazamiento del semestre número 8 de ingeniería mecatrónica, y/o la devolución del dinero que fue pagado a esa institución por ese concepto, por lo que como bien lo indicó el fallador de primer nivel, se tiene que para ventilar esa pretensión contaba con la vía administrativa establecida por el ente universitario para ese efecto, la cual no utilizó de manera oportuna, por lo que el amparo se torna improcedente, por cuanto la acción de tutela, en principio, no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir o reemplazar los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley
. 
Si bien el apoderado del accionante asegura que sí se acreditó la existencia de un perjuicio irremediable toda vez que se le ha impedido continuar con sus estudios universitarios, y de esa manera mejorar su condición laboral y económica, así como la calidad de vida de su hijo por nacer, por parte de la Sala no se advierte tal situación, ya que la suspensión de su carrera profesional no es endilgable  a la accionada, sino que es consecuencia de la decisión adoptada por él de no asistir a clases, y a su omisión de presentar dentro del término permitido la correspondiente solicitud.
Ahora, si bien el señor JULIÁN DAVID indicó en la demanda de tutela que esa determinación de no continuar con su carrera universitaria obedeció a motivos laborales, ello no resulta muy claro luego de su declaración ante el despacho de primer nivel, ya que no obstante que en esa oportunidad también aseguró que debido a su desvinculación de la empresa Estatal tuvo que empezar a trabajar en las noches y ello le impidió asistir a las clases, de sus restantes manifestaciones se advierte que al parecer la decisión fue para realizar un viaje a Estados Unidos, no por razones de seguridad como lo consignó en la solicitud de reintegro de matrícula, sino por otras circunstancias, pero en todo caso la petición que presentó para la devolución del dinero pagado por el mismo, fue extemporánea, de conformidad con lo establecido en el parágrafo del artículo 59 del reglamento estudiantil.

Por más que el apoderado del tutelante asegure que el actor intentó presentar la solicitud con antelación, y ello no se le permitió debido a que se le exigió la certificación de asistencia firmada por todos los docentes, requisito que no es contemplado en la normativa aplicable, se trata de una mera aseveración que no cuenta con ningún soporte que permita demostrarla, por lo que no puede tenerse en consideración ese argumento.

Bajo esas circunstancias, es claro que el señor PÉLAEZ LÓPEZ no acató lo dispuesto en el citado reglamento, el cual le es exigible como alumno de la universidad. Por tanto, la situación en la que actualmente se encuentra es consecuencia de su misma omisión; y por lo demás, no se advierte que la sentencia proferida por el juez de primer nivel sea incongruente o carezca de motivación, ya que en la misma se analizó de manera concreta la situación fáctica planteada, luego de lo cual se determinó la improcedencia del amparo deprecado, y la falta de vulneración de los derechos invocados.
En cuanto al fallo de otro despacho que anexó el tutelante con el propósito de que se aplicara dicho precedente en este asunto, debe decirse que el mismo difiere del debate aquí propuesto y por tanto es inviable la solicitud, ya que si bien se trata de una acción relacionada con el tema aquí planteado, allí la petición de cancelación del semestre fue oportunamente impetrada, pese a que el ente universitario sostuvo lo contrario, y negada inicialmente la solicitud por parte de la Universidad principalmente porque el reglamento de la universidad no establecía esa posibilidad para los alumnos de primer y segundo año de derecho, lo que finalmente se determinó atentaba contra el derecho a la igualdad de los demás estudiantes, y por ello se accedió al amparo.

Así las cosas, para la Sala deviene imperativo confirmar la sentencia objeto de impugnación. 
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 
SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� La Sentencia T-671/06 prescribe al respecto: “La educación es un elemento indispensable para el desarrollo humano, ya que ofrece al individuo bases que le permitirán desempeñarse en el medio cultural que habita, al igual que recibir y racionalizar la información que existe a su alrededor y ampliar sus conocimientos. Es el factor de integración por excelencia, razón por la cual resulta imperativo su reconocimiento como derecho fundamental.”.[…] En la jurisprudencia de esta corporación, además, se ha hecho énfasis en la educación como un derecho personalísimo. Así mismo se considera importante, que de su núcleo esencial haga parte la permanencia en el sistema educativo y que como principal prestador del servicio público de educación, el Estado es quien debe desarrollar y adelantar políticas y gestiones necesarias para que el acceso se facilite y su cubrimiento permita asegurar una adecuada prestación, todo esto, con el fin de cumplir con los postulados de un Estado social de derecho”


� Sobre el derecho a la educación en la sentencia T-465/10 la H. Corte Constitucional.


� Ver sentencia a T-313/05.
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